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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk241077334]DECRETO 0287 DE 2026 ‒ Sistema Integral de Preferencias ‒ Contratación pública inclusiva ‒ Personas con discapacidad

(…) Respecto al alcance del Decreto 0287 de 2026, es necesario indicar que este reglamenta los numerales 1, 7 y 8 del artículo 13 de la Ley 1618 de 2013, acción que fue ordenada por el Consejo de Estado, Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso Administrativo, mediante sentencia de acción de cumplimiento del 12 de diciembre de 2024, radicación N.° 05001-23-33-000-2024-00847-01, con ponencia del magistrado Omar Joaquín Barreto Suárez, y establece un Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad en la contratación pública, entendido como el conjunto estructurado de medidas afirmativas, de naturaleza jurídica, técnica y procedimental, que las entidades estatales deben adoptar en todas las fases del proceso contractual: planeación, selección, adjudicación y ejecución. Este sistema está compuesto por cinco medidas: herramientas de planeación para procesos inclusivos, criterios habilitantes diferenciales, puntaje adicional del 2%, condiciones especiales de ejecución e inclusión de personas con discapacidad (en adelante, PcD) en contratos de prestación de servicios. A estas medidas se suma, de manera transversal e independiente de las anteriores, la obligación de compras públicas accesibles, cuya aplicación recae sobre todos los entes del Estado con independencia de su régimen de contratación y en todas las modalidades de selección, incluida la contratación directa, irradiando la fase de planeación ya que es allí donde la compra debe plantearse con criterios de accesibilidad.

DECRETO 0287 DE 2026 ‒ Puntaje adicional del 2% ‒ No acumulabilidad ‒ Acreditación simultánea de condiciones ‒ Modalidades de selección aplicables

El artículo 2.2.1.2.4.2.7.4. del Decreto 0287 de 2026 es explícito al disponer que, aunque el proponente acredite simultáneamente ser emprendimiento o empresa de PcD y ser empleador de PcD, el puntaje máximo a otorgar por este criterio es siempre el 2% del total de los puntos del pliego, sin que las condiciones acreditadas sean sumables para efectos de la evaluación de la oferta, y tampoco es posible disminuir ese porcentaje de puntos ya que siempre será el 2% como lo establece el decreto. Este puntaje aplica únicamente en entidades regidas por el Estatuto General de Contratación Pública, en las modalidades de licitación pública y concurso de méritos; no aplica en régimen especial, ni en selección abreviada, mínima cuantía ni contratación directa.

CERTIFICADO DE DISCAPACIDAD ‒ Naturaleza declarativa ‒ Fecha de expedición ‒ Términos mínimos de vinculación laboral ‒ Decreto 0287 de 2026

La condición de persona con discapacidad no se adquiere con la expedición del certificado: deriva de la existencia de deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, pueden impedir la participación plena y efectiva en la sociedad, en los términos del numeral 1 del artículo 2 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. El certificado de discapacidad expedido conforme a la normativa del Ministerio de Salud y Protección Social es el resultado de una valoración multidisciplinaria que verifica y documenta esa condición preexistente, de modo que tiene naturaleza declarativa y probatoria, no constitutiva. En consecuencia, los términos mínimos que exige el Decreto 0287 de 2026 —tres (3) meses de aportes a seguridad social anteriores a la presentación de la oferta para el empleador de PcD y un (1) año para los supuestos de los numerales 2, 3 y 4 del artículo 2.2.1.2.4.2.6— recaen sobre la vinculación o la circunstancia respectiva, y no sobre la antigüedad del certificado, cuya fecha de expedición no determina, por sí sola, la pérdida del puntaje.

PROCESOS DE SELECCIÓN ‒ Controversias sobre la evaluación ‒ Observaciones al informe de evaluación ‒ Audiencia de adjudicación ‒ Organismos de control ‒ Control judicial

El proponente que considere que la entidad ha aplicado indebidamente las medidas del Decreto 0287 de 2026 en un proceso de licitación pública dispone de mecanismos dentro del propio proceso: la presentación de observaciones al informe de evaluación durante su traslado por cinco (5) días hábiles (artículo 30, numeral 8, de la Ley 80 de 1993) y la intervención en la audiencia pública de adjudicación (artículo 9 de la Ley 1150 de 2007). Puede, además, acudir a los organismos de control y, contra el acto de adjudicación —que no admite recursos en sede administrativa—, ejercer los medios de control previstos en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.
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Señor
Juan David Pachón Corredor
juandapa98@gmail.com
Barranquilla, Atlántico
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	Radicación:               
	Respuesta a consulta con radicado No. 1_2026_08_18_010960 acumulada 1_2026_08_18_010959




Estimado señor Pachón:
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde sus peticiones del 18 de agosto de 2026, en las cuales manifiesta lo siguiente: 

Consulta radicada bajo el No. 1_2026_08_18_010959:

“Teniendo como base legal al decreto 0287 de 2026, solicitamos amablemente a la entidad aclarar su posición respecto a la siguiente situación particular:
1. Si el oferente presentó dentro de su oferta la acreditación de puntaje optando por el requisito de tabla normativa y acreditó tener un trabajador vinculado por ejemplo desde el 18 de agosto de 2025, adicionalmente aportó soportes laborales y planillas de seguridad social y soportes de vinculación laboral, además del certificado de discapacidad, pero, al revisar la fecha de expedición del certificado se evidencia que fue del 30 de julio de 2026, se solicita responder si:
- El oferente no debe ser acreedor de puntaje pues no tenía vinculada una persona con discapacidad si no desde el 30 de julio de 2026 y no cumple con el tiempo mínimo de 3 meses especificado en la ley, aclarar que la persona acredita su condición de PcD, desde que se expide su certificado por Min Salud, así la condición de PcD y la vinculación deben coexistir”.

Consulta radicada bajo el No. 1_2026_08_18_010960:

“Solicito de manera urgente y en aras de garantizar mi derecho el trabajo y la selección objetiva y transparente responder de fondo mi solicitud con radicado 1_2026_08_18_010959, puesto que en un proceso de licitación pública se está violando lo dispuesto en el decreto 0287 de 2026 y estoy perdiendo la adjudicación por dicha situación por tal razón solicito de manera urgente sentar posición sobre el radicado mencionado en un máximo de 7 días es urgente por favor”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas al Estatuto General de Contratación Pública o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.  	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de sus solicitudes, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: (i) ¿Cuál es la naturaleza jurídica del certificado de discapacidad expedido conforme a la normativa del Ministerio de Salud y Protección Social y sobre qué recaen los términos mínimos previstos en el Decreto 0287 de 2026 para el otorgamiento del puntaje adicional? y (ii) ¿Puede la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, en ejercicio de su competencia consultiva, sentar posición sobre la aplicación del Decreto 0287 de 2026 en un proceso de licitación pública específico y en qué término deben resolverse las consultas que se le formulan?


2. Respuesta:

	En atención a los problemas jurídicos planteados, es necesario precisar que la condición de persona con discapacidad (en adelante, PcD) no se adquiere con la expedición del certificado. Conforme al numeral 1 del artículo 2 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013, son personas con discapacidad aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a mediano y largo plazo que, al interactuar con diversas barreras incluyendo las actitudinales, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad de condiciones con las demás. El certificado de discapacidad expedido conforme a la normativa del Ministerio de Salud y Protección Social es el resultado de una valoración multidisciplinaria que verifica y documenta esa condición preexistente; su naturaleza es, por tanto, declarativa y probatoria, y no constitutiva de la condición.

De lo anterior se desprende que la fecha de expedición del certificado no determina el momento desde el cual la persona es titular de la condición de discapacidad, sino la fecha en que esta fue verificada y documentada por el equipo multidisciplinario. En consecuencia, los términos mínimos previstos en el Decreto 0287 de 2026 recaen sobre la vinculación laboral o sobre la circunstancia que en cada caso exige la norma, y no sobre la antigüedad del certificado. Así, en la condición de empleador de PcD del artículo 2.2.1.2.4.2.7.4 del Decreto 1082 de 2015, lo exigible es que se acredite la vinculación mediante contrato laboral con dedicación exclusiva y los certificados de aportes a seguridad social de los tres (3) meses anteriores a la presentación de la oferta respecto de cada PcD computada; y en los supuestos de los numerales 2, 3 y 4 del artículo 2.2.1.2.4.2.6, que la actividad comercial, la titularidad de la participación o la vinculación en el cargo de nivel directivo, según corresponda, se hayan mantenido durante al menos el último año anterior al cierre. Ninguna de esas disposiciones exige que el certificado de discapacidad haya sido expedido con determinada antelación, ni antes del inicio de la vinculación.

Por consiguiente, las disposiciones citadas no contemplan un término de antelación para la expedición del certificado de discapacidad, de modo que exigirlo equivaldría a añadir un requisito no previsto en la norma, lo que resulta contrario al principio de legalidad, al carácter de tarifa legal probatoria de la documentación prevista en el decreto y al principio de economía del numeral 2 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993; además, desincentivaría la certificación y restringiría injustificadamente el acceso a las medidas afirmativas, en contravía de la finalidad del Sistema Integral de Preferencias y del mandato de igualdad real y efectiva del artículo 13 de la Constitución Política. Lo anterior no relaja la verificación documental: corresponde a la entidad constatar, con el rigor que el caso exige, la autenticidad y la vigencia del certificado y que la documentación laboral acredite efectivamente el periodo exigido. Si de la documentación aportada no se desprende el cumplimiento del término, la consecuencia es que la persona respectiva no se compute para el puntaje, sin que se configure causal de rechazo de la oferta, pues se trata de un factor de evaluación y no de un requisito habilitante. En todo caso, la valoración de los documentos aportados en un proceso determinado y la decisión sobre el otorgamiento del puntaje corresponden exclusivamente a la entidad que lo adelanta, sin que sea atribución de esta Agencia pronunciarse sobre casos particulares.

Frente al segundo problema jurídico, esta Agencia no puede sentar posición sobre la aplicación del Decreto 0287 de 2026 en el proceso de licitación pública al que se refiere su petición. La competencia consultiva atribuida por los artículos 3, numeral 5, y 11, numeral 8, del Decreto Ley 4170 de 2011 se limita a la interpretación de normas de carácter general, de modo que no le corresponde intervenir en la evaluación de las ofertas, revisar la actuación de la entidad contratante ni definir si en un proceso concreto se aplica o no correctamente una norma, pues ello convertiría a la Agencia en una instancia de validación de las actuaciones de las entidades, función que el ordenamiento no le atribuye. La verificación de las condiciones acreditadas por los proponentes, la asignación del puntaje y la adjudicación son decisiones exclusivas de la entidad que adelanta el proceso. Asimismo, se precisa que las consultas se resuelven dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción, conforme al numeral 2 del artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015, sin que la solicitud de un plazo menor modifique dicho término legal.

Como se indicó, esta Agencia no puede sentar posición sobre la aplicación del Decreto 0287 de 2026 en el proceso de licitación pública al que se refiere su petición. La competencia consultiva atribuida por los artículos 3, numeral 5, y 11, numeral 8, del Decreto Ley 4170 de 2011 se limita a la interpretación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública, de modo que no le corresponde intervenir en la evaluación de las ofertas, revisar la actuación de la entidad contratante ni definir si en un proceso concreto se está aplicando o no correctamente una norma, pues ello convertiría a la Agencia en una instancia de validación de las actuaciones de las entidades, función que el ordenamiento no le atribuye. La verificación de las condiciones acreditadas por los proponentes, la asignación del puntaje y la adjudicación son decisiones exclusivas de la entidad que adelanta el proceso, sujetas a los controles que más adelante se indican.

Sin perjuicio de lo anterior, conviene recordar los elementos generales del Decreto 0287 de 2026 aplicables a la licitación pública. El decreto reglamentó los numerales 1, 7 y 8 del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013 y estableció un Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad (en adelante, PcD). Dentro de sus medidas, el puntaje adicional del artículo 2.2.1.2.4.2.7.4 del Decreto 1082 de 2015 (modificado) opera en las modalidades de licitación pública y concurso de méritos de las entidades regidas por el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, equivale siempre al dos por ciento (2%) del total de los puntos y no es acumulable por la acreditación simultánea de las dos condiciones previstas, ser emprendimiento o empresa de PcD o ser empleador de PcD. Su acreditación se sujeta a la documentación que la norma establece como tarifa legal para cada condición, y es un factor de evaluación y no un requisito habilitante: la entidad debe otorgarlo al proponente que acredite la condición en los términos del decreto y no puede exigir formalidades adicionales ni suprimir las previstas, conforme a las orientaciones de la Circular Externa No. 003 de 2026 de esta Agencia.

En todo caso, corresponde a cada entidad estatal, en ejercicio de su competencia y previa valoración de los elementos fácticos y jurídicos de su proceso, definir la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

(i) Para resolver el problema jurídico planteado, esta Agencia considera necesario referirse, en primer término, al régimen del derecho de petición aplicable a su solicitud. El artículo 23 de la Constitución Política garantiza a toda persona el derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades y a obtener pronta resolución, y el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015, fija los términos para resolverlas: quince (15) días como regla general, diez (10) días para las peticiones de documentos e información y treinta (30) días para las consultas que se formulen a las autoridades en relación con las materias a su cargo[footnoteRef:2]. La solicitud radicada bajo el No. 1_2026_08_18_010959 es una consulta sobre la aplicación del Decreto 0287 de 2026 y, por tanto, se rige por el término de treinta (30) días, dentro del cual será resuelta. La petición de que se atienda en un plazo máximo de siete (7) días no modifica el término legal, pues este rige de manera general para todas las peticiones que recibe la Entidad, que se atienden con sujeción a los principios de igualdad y de imparcialidad; sin perjuicio de ello, la Agencia resolverá la consulta dentro del plazo legal y, si excepcionalmente no fuere posible, informará al interesado los motivos de la demora y el plazo en que se resolverá, conforme al parágrafo del citado artículo 14. [2:  Ley 1437 de 2011, artículo 14, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción […]. 2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto”.] 

(ii) En segundo término, la solicitud de que la Agencia “siente posición” sobre la aplicación del decreto en el proceso de licitación pública en el que participa el peticionario debe examinarse a la luz de la competencia consultiva de esta Entidad. Como se indicó en la parte preliminar, los artículos 3, numeral 5, y 11, numeral 8, del Decreto Ley 4170 de 2011 facultan a la Agencia para absolver consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública, pero no la erigen en una instancia de validación o de revisión de las actuaciones de las entidades estatales ni en una autoridad llamada a resolver controversias particulares. En consecuencia, la Agencia no puede determinar si, en un proceso específico, la entidad contratante está aplicando correctamente el Decreto 0287 de 2026, ni si el peticionario tiene o no derecho al puntaje o a la adjudicación, pues tales decisiones corresponden exclusivamente a la entidad que adelanta el proceso, en ejercicio de la función de evaluación y selección objetiva que le atribuyen los artículos 29 de la Ley 80 de 1993 y 5 de la Ley 1150 de 2007, y su legalidad se controla a través de los mecanismos que se explican más adelante. Lo que sí puede hacer esta Agencia, y hace en este concepto, es explicar el alcance general de las disposiciones del decreto y de los mecanismos de controversia, para que el interesado cuente con elementos de juicio en su actuación.
(iii) En tercer término, en cuanto a las disposiciones del Decreto 0287 de 2026 que el peticionario invoca, esta Agencia considera necesario partir de los antecedentes normativos que explican el origen, la finalidad y el alcance del Sistema Integral de Preferencias establecido por el Decreto 0287 de 2026, pues solo a partir de ese contexto es posible comprender las obligaciones concretas que dicho Decreto impone a las entidades estatales y a los demás partícipes de la contratación pública. 
El fundamento del Sistema de Preferencias para Personas con Discapacidad (PcD) en la contratación pública es el principio de igualdad real y efectiva consagrado en el artículo 13 de la Constitución Política de 1991[footnoteRef:3], que impone al Estado el deber positivo de adoptar acciones afirmativas en favor de grupos históricamente excluidos. La Corte Constitucional ha sostenido que tales medidas buscan contrarrestar los efectos de la discriminación y que el Estado puede establecer tratamientos diferenciales a favor de estos grupos en aras de lograr una igualdad real y efectiva. Los artículos 47 y 54 de la Carta Política refuerzan este mandato al ordenar políticas de integración social y ubicación laboral para las PcD[footnoteRef:4]. [3:  Colombia. Asamblea Nacional Constituyente. (1991). Constitución Política de Colombia. Artículo 13. 
]  [4:  Colombia. Asamblea Nacional Constituyente. (1991). Constitución Política de Colombia. Artículos 47 y 54. 
] 

En el plano internacional, Colombia es Estado Parte de instrumentos que conforman el Bloque de Constitucionalidad en virtud del artículo 93 superior. La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU[footnoteRef:5] reconoce el derecho de las PcD a trabajar en igualdad de condiciones y exige programas de acción afirmativa. La Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación[footnoteRef:6] ordena eliminar progresivamente la discriminación en la prestación de servicios, incluido el empleo. El Convenio 159 de la OIT[footnoteRef:7] exige medidas orientadas a garantizar la igualdad de oportunidades de todas las categorías de PcD en materia de empleo. [5:  Organización de las Naciones Unidas. (2006). Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Nueva York: ONU. Aprobada en Colombia mediante: Colombia. Congreso de la República. (31 de julio de 2009). Ley 1346 de 2009. Diario Oficial 47427.
]  [6:  Organización de los Estados Americanos. (1999). Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad. Ciudad de Guatemala. Aprobada en Colombia mediante: Colombia. Congreso de la República. (31 de julio de 2002). Ley 762 de 2002. Diario Oficial 44889.
]  [7:  Organización Internacional del Trabajo. (1983). Convenio sobre la readaptación profesional y el empleo (personas inválidas), núm. 159. Ginebra: OIT. Aprobado en Colombia mediante: Colombia. Congreso de la República. (23 de diciembre de 1988). Ley 82 de 1988. Diario Oficial 38608.
] 

        En el ámbito nacional, la Ley 361 de 1997 estableció los primeros mecanismos de integración social de las PcD. Su artículo 24 introdujo una preferencia en igualdad de condiciones en licitaciones y adjudicaciones de contratos para los empleadores que tuvieran al menos el diez por ciento (10%) de su nómina compuesta por PcD[footnoteRef:8]. Esta norma vinculó por primera vez la contratación pública con la inclusión laboral de las PcD, pero su alcance era limitado: una preferencia residual aplicable solo en caso de empate, que beneficiaba únicamente a los empleadores de PcD sin considerar a las propias PcD como proponentes directos. [8:  Colombia. Congreso de la República. (7 de febrero de 1997). Ley 361 de 1997, por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones. Artículo 24. Diario Oficial 42978.
] 

       La Ley Estatutaria 1618 de 2013 representó un salto cualitativo en el marco jurídico de protección de las PcD, al definir a estas como "aquellas personas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a mediano y largo plazo que, al interactuar con diversas barreras incluyendo las actitudinales, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás"[footnoteRef:9]. Su artículo 13, en los numerales 1, 7 y 8, ordenó al Gobierno Nacional reglamentar: una puntuación adicional en licitación pública, concurso de méritos y contratación directa para empresas que vinculen PcD y para empresas de PcD; un sistema de preferencias para empleadores de PcD en la adjudicación; y un sistema de preferencias en favor de las propias PcD como contratistas[footnoteRef:10]. Este último mandato fue especialmente significativo porque introdujo el concepto de "sistema de preferencias", que por definición no puede reducirse a una sola medida sino que implica un conjunto estructurado de instrumentos que actúen en las distintas fases del proceso contractual. [9:  Colombia. Congreso de la República. (27 de febrero de 2013). Ley Estatutaria 1618 de 2013. Artículo 2, numeral 1. Diario Oficial 48717.
]  [10:  Colombia. Congreso de la República. (27 de febrero de 2013). Ley Estatutaria 1618 de 2013, por medio de la cual se establecen las disposiciones para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad. Artículo 13, numerales 1, 7 y 8. Diario Oficial 48717.] 

En cumplimiento parcial de los numerales 1 y 8 del artículo 13 de la Ley 1618 de 2013, se expidió el Decreto 392 de 2018. Sin embargo, como se reconoce en los considerandos del Decreto 0287 de 2026, dicha regulación presentó omisiones estructurales que frustraron la finalidad de la Ley Estatutaria: solo contempló el uno por ciento (1%) de puntaje para empleadores de PcD, sin incluir a las empresas de PcD; redujo el "sistema de preferencias" a un único criterio de desempate; y no previó medidas en planeación, criterios habilitantes diferenciales, condiciones especiales de ejecución ni abordó la contratación directa como escenario de inclusión. En consecuencia, desde el punto de vista sustantivo, el Decreto 392 de 2018 reglamentó el numeral 1 de manera parcial y el numeral 7, dejando sin reglamentación material el numeral 8, que era precisamente el que ordenaba el sistema de preferencias en favor de las propias PcD como contratistas.
La insuficiencia del Decreto 392 de 2018 fue constatada judicialmente. La Sección Quinta del Consejo de Estado, mediante sentencia de acción de cumplimiento del 12 de diciembre de 2024, radicación n.° 05001-23-33-000-2024-00847-01, M.P. Omar Joaquín Barreto Suárez, declaró el incumplimiento del Gobierno Nacional del artículo 62 de la Ley 1996 de 2019, que ordenaba reglamentar las medidas del artículo 13 de la Ley 1618 de 2013, y ordenó expedir los decretos reglamentarios faltantes en el término de cuatro (4) meses contados a partir de la ejecutoria de la providencia. La Sala calificó la obligación como imperativa, expresa e inobjetable, señalando que el Gobierno Nacional no contaba con margen de discrecionalidad para decidir si reglamentaba o no el sistema de preferencias.
En cumplimiento de esa decisión fue expedido el Decreto 0287 de 2026, el cual, como se indicó en la respuesta, establece un Sistema Integral de Preferencias compuesto por cinco medidas afirmativas que actúan en todas las fases del proceso contractual, planeación, selección, adjudicación y ejecución, y que benefician a dos sujetos diferenciados: los emprendimientos y empresas de PcD y los empleadores de PcD. Mediante la expedición del mencionado decreto, se modificaron los artículos 2.2.1.2.4.2.6, 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y se adicionan otras normas, cuyos aspectos más relevantes se resaltan a continuación: 
i) Se modifica el artículo 2.2.1.2.4.2.6. del Decreto 1082 de 2015, incorporando la definición de emprendimientos y empresas de personas con discapacidad, con el propósito de adoptar medidas afirmativas que incentiven las personas en condición de discapacidad en el sistema de compras y contratación pública.
ii) Se modifica el artículo 2.2.1.2.4.2.7. del Decreto 1082 de 2015, estableciendo un Sistema de Preferencias en Favor de las Personas con Discapacidad en el Sistema de Compras y Contratación Pública, mediante medidas afirmativas, que deben adoptar las Entidades Estatales en sus Procesos de Contratación, para promover condiciones efectivas de igualdad para estas personas, corregir barreras estructurales de acceso y fomentar su participación como proponentes, contratistas o integrantes de la cadena de valor. 
iii) Se incluye el artículo 2.2.1.2.4.2.7.1. del Decreto 1082 de 2015, disponiendo que todas las entidades que manejen recursos públicos están obligadas a garantizar la accesibilidad para personas con discapacidad en sus procesos de contratación. 
iv) Se incluye el artículo 2.2.1.2.4.2.7.2. del Decreto 1082 de 2015, en el cual se consagra que, en la planeación contractual, las Entidades Estatales deben implementar acciones concretas para promover la participación de emprendimientos y empresas de personas con discapacidad, asegurando igualdad de oportunidades en los procesos de contratación pública. Esto implica diseñar mecanismos que eliminen barreras de acceso y fomenten una participación más inclusiva desde las etapas iniciales del proceso.
v) Se incluye el artículo 2.2.1.2.4.2.7.3. del Decreto 1082 de 2015, incorporando criterios diferenciales en favor de los emprendimientos y empresas de personas con discapacidad en la habilitación, como parte del sistema de preferencias para esta población en la contratación pública que impone reglamentar la Ley 1618 de 2013. Este aspecto considerando que “(…) es necesario flexibilizar los requisitos habilitantes de los procesos de contratación para facilitar la participación de las personas con discapacidad, debido a que sin esto el puntaje que también regula el presente Decreto (287 de 2026) se vuelve inocuo porque no se podría aplicar si las personas con discapacidad no superan el primer filtro, que resulta de la aplicación de los requisitos habilitantes que pueden resultar un impedimento para la posterior evaluación de su oferta y que pueda tener efectividad el puntaje”[footnoteRef:11].  [11:  Parte considerativa del Decreto 287 de 2026.] 

vi) Se incluye el artículo 2.1.2.4.2.7.4 que establece un puntaje adicional en favor de los empleadores de personas con discapacidad y de los emprendimientos y empresas de personas con discapacidad del dos por ciento (2%) del valor total de los puntos establecidos en el pliego de condiciones o documentos equivalentes, para promover la inclusión laboral de personas con discapacidad en los procedimientos de licitación pública y concurso de méritos que adelanten las entidades estatales, cuando se configuren las situaciones previstas en ese artículo. 
vii) Se incluye el artículo 2.2.1.2.4.2.7.5. del Decreto 1082 de 2015, indicando condiciones especiales de sujeción en favor de personas con discapacidad, que deberán incluir las entidades estatales como obligación contractual en los documentos del proceso, previo análisis de oportunidad y conveniencia. 
viii) Se incluye el artículo 2.2.1.2.4.2.7.6. del Decreto 1082 de 2015, contemplando que, las Entidades Estatales propenderán por la contratación de personas con discapacidad mediante la celebración de contratos de prestación de servicios profesionales y/o de apoyo a la gestión, de acuerdo con su planeación contractual, disponibilidad presupuestal y las necesidades del servicio.
ix) Se incluye el artículo 2.2.1.2.4.2.7.7. del Decreto 1082 de 2015, que incorpora el seguimiento a la inclusión de personas con discapacidad a través de contratos de prestación de servicios profesionales y lo de apoyo a la gestión.
x) Se modifica el artículo 2.2.1.2.4.2.7.8 del Decreto 1082 de 2015 y dispone que, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente garantizará la adopción permanente de las acciones necesarias para que las medidas señaladas en favor de las Personas con Discapacidad se incorporen a los documentos e instrumentos que genera. 
xi) Se incluye el artículo 2.2.1.2.4.2.7.9 del Decreto 1082 de 2015 que establece lo referente al acceso y accesibilidad del sistema electrónico de contratación pública - SECOP. 

Vista a grandes rasgos cada una de las medidas, conviene precisar los elementos del sistema que resultan relevantes para la participación en procesos de licitación pública. Conforme lo precisó esta Agencia en la Circular Externa No. 003 de 2026[footnoteRef:12], el puntaje adicional del artículo 2.2.1.2.4.2.7.4 del Decreto 1082 de 2015 aplica únicamente en las modalidades de licitación pública y concurso de méritos de las entidades regidas por el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública; equivale siempre al dos por ciento (2%) del total de los puntos y no es acumulable por la acreditación simultánea de las dos condiciones; se acredita con la documentación que la norma establece como tarifa legal para cada sujeto, para el empleador de PcD, entre otros, el contrato o certificación laboral con dedicación exclusiva y los certificados de aportes a seguridad social de los tres (3) meses anteriores a la presentación de la oferta, conforme a la tabla que ya incorpora los mínimos de la Ley 2466 de 2025; y constituye un factor de evaluación y no un requisito habilitante, de modo que su no acreditación no impide participar ni contratar, sino que impide obtener el puntaje. Por tratarse de una tarifa legal, la entidad no puede exigir formalidades adicionales ni suprimir las previstas, y debe otorgar el puntaje a quien acredite la condición en los términos del decreto, decisión que, en todo caso, adopta la entidad en cada proceso y que es susceptible de los controles que se indican a continuación. [12:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. (12 de mayo de 2026). Circular Externa No. 003 de 2026. Orientaciones para la aplicación del Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 – Sistema Integral de Preferencias en la contratación pública en favor de personas con discapacidad. Bogotá: ANCP-CCE.] 


(iv) Precisado el marco anterior, corresponde referirse al primer problema jurídico, relativo a la naturaleza jurídica del certificado de discapacidad y al alcance de los términos mínimos previstos en el Decreto 0287 de 2026. Para ello debe partirse de la noción legal de discapacidad. El numeral 1 del artículo 2 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013 define a las personas con discapacidad como aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a mediano y largo plazo que, al interactuar con diversas barreras incluyendo las actitudinales, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad de condiciones con las demás[footnoteRef:13]. Esta definición, que recoge el modelo social de la discapacidad adoptado por la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, describe una situación fáctica de la persona en su interacción con el entorno, y no una calidad que dependa de un acto de la administración. [13:  Ley Estatutaria 1618 de 2013, artículo 2, numeral 1: “Personas con y/o en situación de discapacidad: Aquellas personas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a mediano y largo plazo que, al interactuar con diversas barreras incluyendo las actitudinales, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás”.] 

Consecuente con ello, el certificado de discapacidad, regulado por la normativa que expide el Ministerio de Salud y Protección Social[footnoteRef:14], es el documento que resulta de la valoración multidisciplinaria mediante la cual un equipo de profesionales de la salud verifica y documenta la existencia de la deficiencia, el nivel de dificultad en el desempeño y el perfil de funcionamiento de la persona. Su función es acreditar, esto es, hacer constar— una condición que le preexiste, así como permitir su registro en el Registro de Localización y Caracterización de Personas con Discapacidad. Por tanto, el certificado tiene naturaleza declarativa y probatoria, y no constitutiva: la persona no adquiere la condición de discapacidad el día en que se expide el certificado, del mismo modo que la fecha de un dictamen no determina el momento en que surgió la situación que constata. Sostener lo contrario implicaría afirmar que una persona con una deficiencia sensorial de larga data solo adquiere su condición el día de la valoración, conclusión que contradice tanto la definición legal como el modelo social que inspira el régimen de protección. [14:  La certificación de discapacidad y el Registro de Localización y Caracterización de Personas con Discapacidad se rigen por la normativa que expide el Ministerio de Salud y Protección Social en desarrollo de los artículos 5 y 8 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013.] 

Trasladado lo anterior al régimen del Decreto 0287 de 2026, se observa que los términos mínimos que este contempla están referidos a la vinculación laboral o a la circunstancia empresarial de que se trate, y no a la antigüedad del certificado. En la condición de empleador de PcD, el artículo 2.2.1.2.4.2.7.4 del Decreto 1082 de 2015 exige los certificados de aportes a seguridad social de los tres (3) meses anteriores a la presentación de la oferta respecto de cada PcD incluida en el cómputo, junto con el contrato o la certificación laboral que acredite la vinculación con dedicación exclusiva y el certificado de discapacidad, sin exigir que este último tenga determinada antigüedad. Y en los supuestos de emprendimientos y empresas de PcD, los numerales 2, 3 y 4 del artículo 2.2.1.2.4.2.6 exigen que la actividad comercial a través de establecimiento de comercio, la titularidad de más del cincuenta por ciento (50%) de las acciones, cuotas o partes de interés, o la vinculación laboral de al menos una PcD en un empleo del nivel directivo, según corresponda, se hayan mantenido durante al menos el año anterior a la fecha de cierre del proceso de selección; también en estos casos el término recae sobre la circunstancia acreditada, no sobre la fecha del certificado.
De lo expuesto se desprende que las normas citadas no supeditan el otorgamiento del puntaje a que el certificado de discapacidad tenga determinada antigüedad, sino a la acreditación de dos elementos: de una parte, que la persona ostente la condición de discapacidad, lo cual se acredita con el certificado expedido conforme a la normativa del Ministerio de Salud y Protección Social, que debe estar vigente al momento de la presentación de la oferta; y, de otra, que la vinculación laboral, o la circunstancia respectiva, cubra el periodo mínimo exigido, lo que se demuestra con los documentos laborales y las planillas de aportes correspondientes. Exigir adicionalmente que el certificado hubiera sido expedido antes del inicio de la vinculación o con una antelación determinada equivaldría a incorporar un requisito que la norma no contempla, lo cual desconoce el principio de legalidad, el carácter de tarifa legal probatoria de la documentación prevista en el decreto y el principio de economía consagrado en el numeral 2 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993. A ello se suma un argumento finalista: una interpretación en ese sentido desincentivaría la obtención del certificado y excluiría de las medidas afirmativas a personas que efectivamente tienen la condición y se encuentran vinculadas laboralmente, en contravía del mandato de igualdad real y efectiva del artículo 13 de la Constitución Política y de la finalidad del Sistema Integral de Preferencias.
Lo anterior no significa que la verificación documental se relaje. La entidad conserva el deber de constatar, con rigor, que el certificado corresponde a la persona computada, que fue expedido conforme a la normativa aplicable y que se encuentra vigente, así como que los documentos laborales y las planillas acreditan de manera completa el periodo mínimo exigido, pues es sobre ese periodo que recae la exigencia temporal. Si de la documentación aportada no se desprende el cumplimiento del término, por ejemplo, porque las planillas no cubren los tres (3) meses anteriores a la presentación de la oferta o porque la vinculación en el cargo directivo no alcanza el año, la consecuencia es que la persona respectiva no se compute para efectos del puntaje, pudiendo el proponente acceder a este con las demás personas que sí cumplan los requisitos o participar sin él; en ningún caso se configura causal de rechazo de la oferta, pues el puntaje adicional es un factor de evaluación y no un requisito habilitante. Finalmente, debe recordarse que, por tratarse de documentos que acreditan un factor de asignación de puntaje, conforme al parágrafo 1 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 no son subsanables con posterioridad al cierre del proceso.
(v) Ahora bien, el proponente que considere que la entidad contratante ha aplicado indebidamente las medidas del Decreto 0287 de 2026, por ejemplo, al no otorgar el puntaje adicional a quien lo acreditó, al exigir documentos no previstos en la norma o al otorgarlo a quien no cumplía las condiciones, dispone de mecanismos para controvertirlo. Dentro del proceso de selección, el numeral 8 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993 dispone que los informes de evaluación de las propuestas permanecerán a disposición de los oferentes por un término de cinco (5) días hábiles para que presenten las observaciones que estimen pertinentes[footnoteRef:15], las cuales deben ser resueltas de manera motivada por la entidad; y el artículo 9 de la Ley 1150 de 2007 establece que en la licitación pública la adjudicación se realiza en audiencia pública, en la que los oferentes pueden pronunciarse sobre las respuestas dadas por la entidad a sus observaciones. Estos son los escenarios naturales para plantear ante la entidad la indebida aplicación del decreto y obtener un pronunciamiento motivado. Seguidamente, por fuera del proceso, el interesado puede poner en conocimiento de los organismos de control las irregularidades que advierta. [15:  Ley 80 de 1993, artículo 30, numeral 8: “Los informes de evaluación de las propuestas permanecerán en la secretaría de la entidad por un término de cinco (5) días hábiles para que los oferentes presenten las observaciones que estimen pertinentes. En ejercicio de esta facultad, los oferentes no podrán completar, adicionar, modificar o mejorar sus propuestas”.] 

Finalmente, debe advertirse que el análisis requerido para resolver situaciones concretas relacionadas con la contratación de las entidades estatales corresponde a quienes tengan interés en ello, de modo que las afirmaciones aquí realizadas no pueden interpretarse como juicios de valor sobre circunstancias particulares. Al tratarse de reglas que deben definirse en el marco de un procedimiento contractual específico, esta Agencia no puede fijar un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino brindar elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, conforme al principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá, en ejercicio de su competencia y previa valoración de los elementos fácticos y jurídicos de su proceso, la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Constitución Política de Colombia. Artículos 13, 23, 47, 54 y 93.
· Ley 22 de 1967.
· Ley 82 de 1988.
· Ley 361 de 1997. Artículo 24.
· Ley 762 de 2002.
· Ley 80 de 1993. Artículos 29, 30, numeral 8, y 77.
· Ley 1150 de 2007. Artículos 5 y 9.
· Ley 850 de 2003.
· Ley 1346 de 2009. Por medio de la cual se aprueba la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU.
· Ley 1437 de 2011. Artículos 14, 137, 138, 141 y 229 y siguientes.
· Ley Estatutaria 1618 de 2013. Artículo 2, numeral 1, y artículo 13, numerales 1, 7 y 8.
· Ministerio de Salud y Protección Social. Normativa sobre certificación de discapacidad y Registro de Localización y Caracterización de Personas con Discapacidad.
· Ley 1755 de 2015. Artículo 1.
· Ley 1996 de 2019. Artículo 62.
· Ley 2466 de 2025.
· Decreto Ley 4170 de 2011. Artículo 3, numeral 5, y artículo 11, numeral 8.
· Decreto 392 de 2018.
· Decreto 1082 de 2015. Artículos 2.2.1.2.4.2.6, 2.2.1.2.4.2.7.3 y 2.2.1.2.4.2.7.4.
· Decreto 0287 de 2026.
· Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Resolución 469 de 2025.
· Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Sentencia del 12 de diciembre de 2024. Rad. 05001-23-33-000-2024-00847-01. M.P. Omar Joaquín Barreto Suárez.
· Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Circular Externa No. 003 de 2026.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se ha referido sobre el alcance del Decreto 0287 de 2026 en este concepto. Este y otros se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación: https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718 

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente 
Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
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